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Demandado: 


SOLEDAD GONZÁLEZ DE ALZATE Y JOSÉ FERNANDO ALZATE GONZÁLEZ

Proceso: 


Ejecutivo – Confirma admisión del recurso de apelación contra la sentencia

Magistrado Sustanciador: 
 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas:


ADMISIBILIDAD DEL RECURSO DE APELACIÓN CONTRA LA SENTENCIA. “Al confrontar el fallo con la censura que se le hizo, colige esta Sala que el apoderado de los demandados cumplió su obligación de señalar de manera concreta los reparos frente a esa providencia, pues como se evidencia de las manifestaciones que hizo ante la  funcionaria de primer grado al momento de interponer el recurso de apelación, no está de acuerdo con las decisiones adoptadas  porque los demandantes no han pagado el precio y por tanto, no puede suscribirse la escritura; tampoco resulta posible cumplir lo pactado porque el inmueble se encuentra embargado y estima ilegal la conciliación que sirve de título ejecutivo. Esos son los reparos que hizo al fallo que le resultó adverso, los que constituyen un reproche a la decisión de la a quo, que no pueden pasarse por alto, so pena de cercenárseles a los ejecutados el derecho a un debido proceso. En esta sede, en el momento procesal oportuno, deberá sustentar el recurso, sujetando sus alegatos exclusivamente a aquellos reparos. 4. Se concluye entonces de lo expuesto que fue acertada la decisión objeto de súplica, razón por la cual se confirmará.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DUAL DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos.

Pereira, febrero nueve de dos mil diecisiete (2017)
Acta No. 61 de febrero 9 de 2017.

Expediente 66001-31-03-004-2015-00338-01

Procede esta Sala Dual
 a decidir el recurso de súplica que formuló la parte demandante, en el proceso ejecutivo que promovió Jaime Posada Gómez contra los señores Soledad González de Alzate y José Fernando Alzate González, frente al auto proferido el 15 de  noviembre del año anterior, mediante el cual el Magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo admitió el recurso de apelación que interpusieron los demandados contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 4 de octubre del año citado.
A N T E C E D E N T E S

En el fallo que desató el litigio, la jueza de conocimiento declaró impróspera la excepción propuesta y que denominaron los demandados “ilegalidad de la conciliación por falta de una de las partes al no ser convocada a la audiencia” y ordenó, entre otras cosas, seguir adelante la ejecución en la forma indicada en el mandamiento de pago. 
La parte ejecutada apeló la sentencia y concedido el recurso en primera instancia, el magistrado al que correspondió por reparto, mediante auto del 15 de noviembre del año anterior, lo admitió.

Inconforme con esa decisión, el apoderado del demandante interpuso recurso de “reconsideración”; el magistrado sustanciador, conformidad con el artículo 318 del Código General del Proceso, ordenó darle el trámite del de súplica.
En sustento de su inconformidad adujo el citado profesional, en síntesis, que el mandatario judicial de los demandados incumplió  la carga de precisar, de manera breve, los reparos concretos que le hacía al fallo de primera instancia, tal como lo manda el artículo 322 del Código General del Proceso. Explicó que no concretó su apelación frente a la decisión que declaró impróspera la excepción;  dejó de precisar, en la sustentación del recurso, los reparos concretos en que se fundamentaba su inconformidad, pues apeló el fallo, sin expresar con qué parte de él estaba en desacuerdo  y señaló entre líneas y sin precisión “mucho o nada que en cuanto a la ilegalidad de la conciliación no era dable para tal  acto (conciliación), manifestar el codemandado ALZATE que actuaba a nombre de señora madre SOLEDAD GONZALEZ (sic), pues éste (sic) no se constituye como un reparo concreto”. Agregó que no se le permite al operador judicial, mediante procesos intelectivos, concluir en qué parte de la sustentación se encuentra el reparo concreto que concuerde con el o los numerales de la sentencia atacados, y admitir así un recurso. Insiste en que es obligación del impugnante hacer reparos concretos frente a la parte resolutiva de la sentencia. 
Del recurso se dio traslado a la parte demandada, por el término de tres días, sin que se hubiese pronunciado. 
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El recurso de súplica propuesto es procedente, en los términos del artículo 331 del Código General del Proceso, por cuanto el auto atacado resolvió sobre la admisión de la apelación interpuesta por la parte demandada.

2. El artículo 322 del Código General del Proceso, que regula lo relativo a la oportunidad y requisitos del recurso de apelación, dispone en el numeral 3º: (Subraya la Sala). “Cuando se apele una sentencia, el apelante, al momento de interponer el recurso en la audiencia, si hubiere sido proferida en ella, o dentro de los tres (3) días siguientes a su finalización o a la notificación de la que hubiere sido dictada por fuera de audiencia, deberá precisar, de manera breve, los reparos concretos que le hace a la decisión, sobre los cuales versará la sustentación que hará ante el superior.- Para la sustentación del recurso será suficiente que el recurrente exprese las razones de su inconformidad con la providencia apelada…”
Y el 327 que señala el trámite de la apelación de las sentencias en segunda instancia, enseña que admitido el recurso, el juez convocará para audiencia de sustentación y fallo y que el apelante deberá sujetar su alegación a desarrollar los argumentos expuestos ante el juez de primera instancia.

De acuerdo con esas disposiciones, tratándose de la impugnación de sentencias, el legislador previó dos momentos diferentes para que la parte inconforme con las decisiones que contiene, se pronuncie: el primero, ante el juez de primer grado, en el que debe, so pena de deserción, precisar de manera concreta los reparos que hace a la decisión; el segundo, ante el superior, dentro de la audiencia que para tal efecto se programe, en la que debe sustentar los argumentos que expuso ante el funcionario de primera sede. 

Sobre el tema, enseña la doctrina:
“Cuando se trate de apelación de la sentencia la sustentación se debe realizar mediante dos actos en momentos distintos, así: 

1. La precisión breve de los reparos contra el fallo. Se trata de enunciar ante el juez de primera instancia las razones por las que se cuestiona la providencia. …

2. La sustentación propiamente dicha. Consiste en el alegato que debe hacer el apelante ante el juez de segunda instancia (CGP, art.327-2), con exposición detallada y concreta de los reparos expresados ante el juez de primera, y sin la posibilidad de formular nuevos cuestionamientos (CGP, art.327-3).

Omitir cualquiera de los dos actos que integran la sustentación de la apelación interpuesta contra la sentencia obliga al juez a declarar desierto el recurso. Si lo que se omite es el primer acto, la deserción debe ser declarada por el juez de primera instancia; de omitirse el segundo, corresponde al superior declararla (CGP, art.322-4)…”
.
Lo anterior, tiene como finalidad lograr que la contraparte en un determinado asunto ejerza su derecho de contradicción en debida forma y que no resulte sorprendido con argumentos que no fueron expuestos por el recurrente en el momento oportuno; al respecto, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil en sentencia de tutela STC15304-2016, proferida el 26 de octubre del año pasado dijo:

“…la exigencia de la norma busca garantizarle el derecho de defensa a la contraparte, pues al permitirle que esta conozca de manera puntual y oportuna el tema frente al que ha de versar la alzada, con ello le permite que en tal sentido pueda estructurar su defensa; es decir, evita que el recurrente llegue a exponer ante el ad quem, temas diferentes que resultarían sorpresivos para sus oponentes, porque este actuar imprevisto conllevaría a la transgresión de sus garantías fundamentales.”

En relación con los reparos que deben hacérsele a la sentencia del juez de primer grado, dijo la Corte Constitucional en la última providencia transcrita:
“… para cumplir la exigencia de «precisar, de manera breve, los reparos concretos que le hace a la decisión”, resulta suficiente que el interesado en oportunidad delimite con concreción los motivos de desacuerdo frente a la sentencia origen de su reproche.

En todo caso, la labor de «precisar de manera breve, los reparos concretos que le hace a la decisión… », que debe hacerse ante el juez de conocimiento, no puede confundirse con la «sustentación» del recurso, porque, conforme lo establece el canon 322 citado en precedencia, dicho laborío deberá hacerse es «ante el superior» (ver aparte final inc. 2 núm. 3º del precitado artículo y el 327 del C. G. del P.) (resaltado fuera del texto original).
3. En la sentencia impugnada, la funcionaria de primer grado decidió declarar impróspera la excepción de fondo denominada ilegalidad de la conciliación por falta de una de las partes al no ser convocada a la audiencia; seguir adelante la ejecución iniciada por el demandante contra los demandados, con el fin de suscribir la escritura pública de compraventa del inmueble con matrícula inmobiliaria No. 290-161726; al hacerlo, dijo, la parte demandante deberá cancelar a la demandada, la suma de $45.000.000; dispuso que tal acto debía realizarse en el término de tres días “siguientes al proferimiento (sic)” de esa decisión; ordenó cancelar la medida de embargo decretada y condenó en costas a los ejecutados.
Para decidir así, manifestó, en síntesis, que el objeto del proceso es que se suscriba la escritura pública del bien en cuestión, tal como se acordó por las partes en la audiencia de conciliación, que obliga a la codemandada Soledad González de Alzate por cuanto estuvo representada en ese acto por su hijo José Fernando Alzate González, hecho afirmado por el juez de paz encargado de llevar a cabo la mencionada conciliación y que en plenario existe prueba que el codemandado Alzate González tiene poder general para representar a su progenitora (Tiempo  58:24 a 01:12:19; registro de audio de la audiencia).
El mandatario judicial de los ejecutados, al interponer el recurso dijo: “Al no haberse pagado el precio al demandado o a la parte demandada para proceder a realizar la escritura pública sobre el bien, también existe la imposibilidad en el mismo demandado de dar cumplimiento a lo pactado por encontrarse embargado el bien por el Juzgado 1º Civil Municipal dentro del proceso ejecutivo del Banco de Bogotá que desafortunadamente no se allegaron las copias pertinentes para esta audiencia. En consecuencia considero que para que se configure la acción de suscribir documento tiene que haber pagado el precio para poder invocar el derecho que le pueda asistir a la parte demandante, situación que no se encuentra plasmada en este proceso (…) De otra parte, reitero la ilegalidad de la conciliación por falta de una de las partes por cuanto no podría suplirse con la mera manifestación que hizo don Fernando ante el juez de paz quien suscribió la diligencia respectiva y la cual se trajo como título ejecutivo. Son estos breves argumentos señora Juez para solicitarle se me conceda el recurso de apelación para ante el Honorable Tribunal Superior Sala de Decisión Civil”. (Tiempo 01:17:43 y 01:20:40, registro de audio de la audiencia). 

Al confrontar el fallo con la censura que se le hizo, colige esta Sala que el apoderado de los demandados cumplió su obligación de señalar de manera concreta los reparos frente a esa providencia, pues como se evidencia de las manifestaciones que hizo ante la  funcionaria de primer grado al momento de interponer el recurso de apelación, no está de acuerdo con las decisiones adoptadas  porque los demandantes no han pagado el precio y por tanto, no puede suscribirse la escritura; tampoco resulta posible cumplir lo pactado porque el inmueble se encuentra embargado y estima ilegal la conciliación que sirve de título ejecutivo.
Esos son los reparos que hizo al fallo que le resultó adverso, los que constituyen un reproche a la decisión de la a quo, que no pueden pasarse por alto, so pena de cercenárseles a los ejecutados el derecho a un debido proceso.
En esta sede, en el momento procesal oportuno, deberá sustentar el recurso, sujetando sus alegatos exclusivamente a aquellos reparos.
4. Se concluye entonces de lo expuesto que fue acertada la decisión objeto de súplica, razón por la cual se confirmará.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, Sala Dual de Decisión Civil Familia, 

R E S U E L V E :
1.- Confirmar el auto proferido por el magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo, el 15 de noviembre de 2016, en el proceso ejecutivo (obligación de hacer para suscribir escritura pública), promovido por el señor Jaime Posada Gómez contra Soledad González de Álzate y José Fernando Álzate González mediante el cual se admitió el recurso de apelación que interpusieron los demandados contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 4 de octubre del año pasado.
2.- En firme este auto, contra el que no procede recurso alguno, remítase la actuación al lugar de origen.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados, 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA




LA PROVIDENCIA ANTERIOR 


SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 











JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA


S E C R E T A R I O











� De conformidad con el inciso 2º del artículo 332 del Código General del Proceso. 


� ROJAS GÓMEZ, Miguel Enrique. Lecciones de derecho procesal, Procedimiento Civil, tomo II, Escuela de Actualización Jurídica, 5ª edición, 2013, Bogotá DC, p.353.







